
 
 

 

Bogotá, junio 1 del 2021 

 

SEÑORES:  
OEA 
Organización de Estados Americanos. 
Bogotá Colombia. 
 

Cordial saludo. 

La Junta Directiva y la Delegación de Derechos Humanos de la Asociación Distrital 

de Trabajadores y Trabajadoras de la Educación ADE, radica ante ustedes la 

siguiente solicitud por los acontecimientos ocurridos durante el paro nacional que 

se lleva en Colombia desde el pasado 28 de abril hasta la fecha.  

Solicitamos el acompañamiento real por parte de ustedes en estos momentos en 

razón a que  se están vulnerando de forma sistemática los derechos humanos por 

parte de las fuerzas legales e ilegales del estado Colombiano, igualmente 

solicitamos la investigación de  los crímenes  que se han ejecutado en  contra de 

toda la población colombiana, estudiantes, madres de  la primera línea, líderes, 

lideresas sociales, campesinos, la minga indígena y el pueblo colombiano en 

general  a quienes se les ha violentado el derecho a la vida y a la protesta.  

Así mismo, entablar las medidas cautelares correspondientes en contra de las  

fuerzas militares y policiales ( policía y  ejército nacional  y al grupo ESMAD ) para 

obtener justicia en el marco del DIH y no en la Justicia Penal Militar colombiana 

cuestionada por su alto grado de impunidad en hechos  de lesa humanidad como 

personas heridas, victimas del abuso policial, allanamientos, tratamientos crueles e 

inhumanos, violencia sexual, desapariciones y asesinatos , entendiendo que una de 

sus funciones es “brindar asistencia humanitaria a quienes la necesitan, proteger 

los derechos humanos y defender el derecho internacional”. 

Nuestra solicitud se respalda en la negligencia por parte del Presidente de la 

Republica Iván Duque y su gabinete de ministros quienes a través de sus 

comunicados no rechazan la violencia ejercida por el estado, del mismo es notoria 

la omisión en sus funciones de las instancias para la protección de los derechos 

humanos en todo el territorio colombiano (defensoría del pueblo, procuraduría, 

fiscalía entre otras). Además de la sistemática persecución, detención y en algunos 

casos ataque a los defensores de derechos humanos en varias ciudades o territorios 

del país.  



 
 

 

Es importante evidenciar también la  complicidad del gobierno nacional y en varias 

ciudades la presencia de civiles armados que disparan a los manifestantes en las 

protestas, acoso policial antes, durante y después de las movilizaciones, 

militarización en las zonas urbanas, presencia paramilitar en contra de los 

manifestantes e infiltración de la policía en las  mismas, el aterrizaje de manera 

arbitraria de un helicóptero por parte de la policía en predios del Colegio Claretiano 

de Bosa, para repeler las manifestaciones que se estaban dando el día 4 de mayo 

a altas horas de la noche, sumado a todo esto la estigmatización de los medios de 

comunicación tradicionales el miedo y la manipulación de la población a través de 

estos con  noticias y decretos emanados para deslegitimar la justa lucha del pueblo 

colombiano , ante un gobierno represivo y autoritario  que no garantiza los derechos 

constitucionales.  

Así mismo denunciamos la utilización de lugares públicos y privados para 

detenciones y presunta tortura de la población en general, el acoso y agresión a las 

misiones médicas en terreno y retenciones arbitrarias e ilegitimas de civiles. De igual 

manera rechazamos el decreto 575 del 28 de mayo del 2021, que ordena la 

militarización de un sector del país con el fin de dilatar la negociación y suprimir el 

justo derecho a la protesta establecido en el artículo 37 de la Constitución Política 

profundizando la vulneración de los derechos humanos, actos evidenciados durante 

los últimos años en el marco de las protestas sociales.  

Por todo lo anterior, esperamos el apoyo y la intervención de ustedes con esta 

solicitud, ya que no contamos con el gobierno nacional, y la negligencia y el silencio 

cómplice de las entidades de control para el esclarecimiento de todos los hechos 

que enlutan y niegan todos los derechos a la población colombiana y consideramos 

que deben dársele la importancia que se merece.  

Esperamos su gestión oportuna, intervención y celeridad para el desarrollo de la 

presente solicitud. 

 

Cordialmente,  

JUNTA DIRECTIVA -ADE- 

 

 

WILLIAM AGUDELO SEDANO  LUZ MARINA TURGA ÁVILA 
Presidente     Secretaría General 
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